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Tasa máxima 
convencional: música 

para el crimen 
organizado 

  

por Esteban Carrasco— 

uando un fanático de la mú- 

sica se queda sin entradas 

para el concierto de su ar- 

tista favorito, no tiene más 

opción que buscar un re- 

vendedor, sin saber si esta persona es 

confiable o si los tickets son auténticos. 

Algo similar ocurre cuando una perso- 

na necesita un microcrédito y el banco 

le dice que, por su perfil, no califica. En 

simple, el banco considera que es de- 

masiado riesgoso en comparación con 

lo que le puede cobrar. ¿Y por qué no 

le cobra más? Porque no puede. La ley 

estableció el interés máximo permitido 

a través de la tasa máxima convencional 

(TMOC). 

A esta persona no le quedará más 

opción que acudir al crédito informal, 

como esos prestamistas ilegales tan fa- 

mosos en estos días. Probablemente, 

uno de ellos estará dispuesto a atender- 

lo, pero cobrándole una tasa de interés 

usurera y con la probabilidad de ser víc- 

tima de violentas prácticas de cobranza 

si algo sale mal. 

Lo paradójico de esto, es que la TMC 

fue creada para evitar cobros abusivos, 

pero cuando se fija demasiado baja, 

como sucedió el 2013, termina sacan- 

do del sistema a personas que después 

pagan mucho más y ponen en riesgo 

su vida. La reducción de la TMC no eli- 

minó ni el deseo ni la necesidad de fi- 

nanciamiento, sino que estas personas 

quedaron desatendidas luego que las 

instituciones financieras no pudieron 

ajustar suficientemente sus tasas para 

compensar los riesgos asociados a estos 

segmentos. 

Según estudios de organismos como 

la SBIF, la CMF y el Banco Central, al- 

rededor de 200 mil personas y peque- 

ñas empresas, principalmente las de 

menores ingresos, quedaron fuera del 

sistema tras esta disminución. Incluso 

un estudio de la UTEM y otro de Athe- 

nalab indican que buena parte de esta 

demanda insatisfecha migró hacia el 

crédito informal, donde las condiciones 

son desfavorables y, en muchos casos, 

se vinculan a redes de crimen organi- 

zado. 

Esta experiencia se alinea con lo que 

concluye el Banco Mundial en uno de 

sus informes: solo la mitad de los paí- 

ses del mundo utiliza el instrumento 

de TMC, y en aquellos donde se aplica, 

se recomienda hacerlo con prudencia, 

justamente para evitar que una regula- 

ción excesiva excluya a los sectores más 

vulnerables del acceso al crédito formal. 

Así, similar al concierto, quienes no 

logran comprar al precio oficial, ade- 

más de pagar un precio más alto, pasan 

susto comprando en la calle. Entonces, 

discutir la existencia o el nivel de la 

TMC ya no es solamente un tema técni- 

co, sino materia de seguridad pública. 

Y en este sentido, los políticos y legis- 

ladores tienen a mano una herramienta 

que les permitiría erosionar el negocio 

al crimen organizado y traer de vuelta a 

los cientos de miles de personas que la 

TMC sacó, sin querer, del sistema finan- 

ciero formal. 

Economista y exsubsecretario de Econo- 

mía y Empresas de Menor Tamaño.   
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Cuando el crimen 
hiere de muerte 

  

por Michele Labbé-— 

enía 39 años, era de dere- 

cha, senador y precandida- 

to presidencial. Hijo de una 

periodista y presentadora de 

televisión asesinada en 1991 

-cuando él tenía cinco años-, tras ser 

secuestrada por un grupo narcoterro- 

rista liderado por Pablo Escobar. Era 

padre y esposo, tenía esperanzas para 

su natal Colombia, y creía en la libertad. 

Pero nada de eso importó. 

El sábado 7 de junio pasado, en pleno 

acto de campaña, Miguel Uribe Turbay, 

principal opositor del gobierno de Gus- 

tavo Petro, recibió tres disparos de los 

ocho que salieron del arma del asesino, 

dos de ellos en la cabeza, causando he- 

ridas que lo mantuvieron internado en 

estado crítico hasta el día de ayer, cuan- 

do falleció. 

El sicario de Miguel Uribe tiene 15 

años (14 al momento de cometer el 

atentado), que ha sido perfilado como 

el último eslabón en la cadena de los 

responsables del atentado, al momen- 

to de ser detenido por las autoridades 

indicó que “fue el man (hombre) de la 

olla (zona de microtráfico)” además de 

gritar “Perdón, lo hice por plata, por mi 

familia”. 

Mientras en Chile, otro sicario hizo 

historia al ser liberado de su prisión 

preventiva, por un supuesto error de la 

justicia, después de asesinar a un pres- 

tamista ilegal por orden del que sería su 

mejor amigo, y a quien le debía más de 

mil millones de pesos. 

Varios son los elementos en común 

entre ambas historias, las rencillas, el 

hambre de poder y de dinero han exis- 

tido y existirán siempre, pero el que las 

personas sean asesinadas por ello no 

sucede en todas partes ni en todos los 

países. La diferencia está en la zanahoria 

y el garrote que tienen los sicarios, los 

delincuentes y el crimen organizado. 

Empecemos por los sicarios, personas 

que cometen asesinatos por encargo a 

cambio de una remuneración econó- 

mica. Tienen como objetivo lucrar a 

cambio de ejecutar un servicio a quien 

los contrata. Obviamente, como en todo 

servicio, el precio cobrado dependerá 

de la oferta existente y de los riesgos de 

realizar el servicio. Lo anterior implica 

que mientras mayor es la probabilidad 

de pagar por cometer un asesinato, más 

alto será el precio a cobrar, mientras 

que, por el contrario, ante una menor 

probabilidad de pagar, mayor será la 

oferta de sicarios y con ello menor el 

precio de ejecutar el servicio. 

De este modo, el razonamiento lógico 

nos indica que para que se hayan incre- 

mentado el número de asesinatos por 

encargo en nuestro país se debe a que 

la probabilidad de pagar por cometer 

dicho asesinato es baja, ya sea porque la 

pena, la probabilidad de ser apresado, 

la probabilidad de ser declarado culpa- 

ble o todas las anteriores son bajas. 

Desde el punto de vista de política 

pública, entonces, si queremos bajar el 

número de asesinatos en el país es ne- 

cesario que el negocio de asesinar deje 

de ser rentable, para ello necesitamos 

que las penas sean altas, que las poli- 

cías apresen y que los jueces condenen. 

Lo que implica que necesitamos penas 

más altas y efectivas, mejores herra- 

mientas para las policías y un sistema 

judicial que no sea permeable a la co- 

rrupción. 

¿Por qué tenemos legisladores que vo- 

tan en contra de endurecer penas para 

los delincuentes? ¿Cuáles son los in- 

centivos de esos legisladores a votar en 

contra, no de una, sino de cada una de 

las leyes de seguridad propuestas? ¿Po- 

demos tener legisladores que se niegan 

a realizarse pruebas de drogas, cuando 

gran parte del crimen organizado se 

nutre y financia con el narcotráfico? 

Si no somos capaces de endurecer 

la probabilidad efectiva de captura y 

castigo de quienes transgreden las le- 

yes, nuestro país que ya está herido de 

muerte, sucumbirá al mismo destino 

de Miguel Uribe - que en paz descanse 

-, de su madre, de Jaime Guzmán y de 

muchos otros chilenos que cada día en- 

grosan la lista de víctimas. 

Académica de la Facultad de Economía 

y Gobierno de la Universidad San Se- 

bastián.
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